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pendientes cuando asr lo penntta su naturaleza. En este caso
concreto nOS hallamos ante un proyecto de. Estatuto 'que la.'
Asamblea de Parlamentarios habia remitido al Congreso..! que
lo había hecho suYo publtc6ndolo en el .,Bokrtfn Ofidal as las
Cortes Generales- (Congreso de 105 Diputados). serte M. nta-·
mero 66··1 de 2e de septiembre de 1981. para 8U tramitación.'
como Ley Orgánica y que, por tanto, había quedado ya des­
vinculado del órgano qUe le dIO orll'en y que agotó en. ello su
función. Por todo ello hay que concluir que la Mesa actuó
correctamente cuando en su reuntón de 30 de noviembre dEl 1982
acof'dó ordenar IR 'Públtcación del proyecto. que se hizo en el
«B(llp.~in O~c!al d9 las Cortes CeDerate!- (Congreso de los
Diputados'. serte M, numero 3-1, de 3 de diciembre de 1982.

Séptimo -Los recurrentes mantienen que ~I Estatuto de Auto­
nomia de CasUlla y León viola el artIculo 147.2, el, de la Cons·
tltueión, según el cual los Estatutos deberlUl contener la sede
de las in'5tltucion'3S autónomas. porque en el articulo 3. en
lugar de determinarse ésta, se dice que -eonsUtuidas las Cortes
de Castilla y León en la Villa de Tordesillas. aprobarán, en su
primera sesión ordinaria, la sede o sedes de sus instituciones
de autogobierno. por mayoría de dos teretos.,

La determinación del contenido mínimo de los Estatutos que
se hace en el articulo 147.2 de la Constitución no puede condu­
cir sin embargO. a una conclusión como la que los recurrentes,
defienden. porque de ella no puede deducirse una reserva esta­
tutaria absoluta,. únlca hip6tesis en la que la. afirmación de los
recurrentes serfa indiscutible, Cierta.mente no existe tal reser­
va ni siquiera fren te a las leyes del Estado en lo que se refiere
a las competencias [articulo 147.2, eH, ya. que éstas pueden
resultar también de las leyes estatales no estatutarias a que
se refiere el artículo 150 de la Constltución, Tampoco existe
tal reserva estatutaria absoluta frente a la Ley de la Comu­
nidad Autónoma en lo que .se refiere a la organización de las
instituciones autónomas propias. cuyo desarrollo mediante Ley

24423 Sala Segunda. Recur,o de amparo número 710/1983.
Sentencia número 901l984. cte 6 de octubre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, ,- don Francisco
Rubio Uorente. don Francisco Tomás y Valiente, don Antonio
Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer. Ma¡istrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo ntlmero 71011983, promovido por el
Ayuntamiento de Lebrifa. representado por la Procuradora
dofta Maria José Ml1lán Valero '1 defendido por el Abogado don
Juan Rios Molina. impugnando 1& sentencia dictada por la S~.Ia

de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Territorial
de Sevilla con fecha 18 de septiembre de 1983 en su recurso
nümero 931/81 relativo a sanción impuesta a funcionarios de
dicho Ayntamiento. Ha sido parte el Ministerio Fiscal. Ha sido
ponente el Magistrado don Francisco Pera Verdaguer quien ex­
presa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-Durante los dias O a 18 de febrero de 1981 los
tuncionarios del Ayuntamiento ds Lebrifa realizaron un huelga
motivada por determinadas reivindicaciones relativas a su Esta­
tuto profesional. Habiendo seda1ado la Junta de Portavoces de
la Corporadón los dias 18 a 21 y 23 a 2S del mismo mes de
febrero para rea11zar Jomad.. suplementarias de dos horas
diarias en recuperaci6n de los dias perdidos, diecisIete funcio­
narios delaron de asistir a dicha recuperación, dis;)Oniendo el
Alcalde la retención de loa haberes correspondientes.

Quince de los funcionarios afectados formularon, tras la re­
posición, recurso contencioso-administ.raUvo siguiéndose el pro­
ceso correspondiente en la Sala de drcba Jurisdicción de la Au­
diencia TerritorIal de Sevilla, la cual dict6 en 16 de septiembre
de 1983 sentencja anulando el acuerdo y ol"denando la devolu­
ci6n de las cantidades retenidas. La Sala funds.m~ntó su de­
cisión en la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal
Supremo de 1 de julio de 1982 con arreglo a la cual la retención
supone una privación de derechos que no puede llevarse a cabo
sin habilltación legal pues incide en un derecho constitucional
como es el de hue:ga,

Segundo.-eontra esta seD-tenC1a dedujo el Ayuntamiento re­
curso de amparo mediante la correspondiente demanda, pre­
sentada ante este Tribunal el 25 de octubre de 1983, alegándose
sustancialmente qUe la referida sent,.ncla. ha vulnerado los &r.
ticulos 28.2 y 14 de la Constitución Espaftola: el primero porque,
al negarse que la huelga surta los efectos tlptcos de pérdida
de la retribución. se desnaturaliza el derecho de huelga con.
virtiéndola en otra figra dlferente; el segundo porque la senten­
cia impugnada otorga un tratamiento privUegiado a 101 funcio­
nafios pú~1iCXtS en relaci6n a los trabafadores por cuenta ajena
y a los contratados de la AdministraciÓD y conlleva un perfuicio

no podria considerarse contrario alartfculo 147.2, el. Y lo mismo
hay que decir de la determinación de la sede· de tales institu­
ciones. El precepto contenido en el articulo 147.2. c), de la Cons·
tituci6n significa sin duda la absoluta exclusión de la norma
estatal no estatutaria. pero no s, ve razón para afirmar que lIe
ha infringido cuando. como ocurre en el caso presente. aun no
fijlUldose la sede por su nombre, se establece qu6 órgano habré.
de determ.1narla, cuAndo '1 d6nde habré. de hacerlo y oon qué
mayorla, que es perfectament, acorde con UDa Interpretación,
que no hay motivos para rechazar. que ve en el articulo 117.2.
d). una reserva estatutaria s610 relativa en la materla que
nos ocupa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAI'IOLA.

Ha decidido,

.Desestimar el recurso de inconstitucionalidad promovido por
don Luis Fernández Fernández-Madrid. comisionado por 53 Se4
nadores .mu. contra la Ley orgánIca 4/1983. de 25 de febre­
ro, de Estatuto de Autonomía de Ca.:¡tilla·Le6n.

Publ1quese en el _Boletin· Oficial del Estado".

Dada en Madrid a 28 de septiembre de 1984.-Manuel Gar­
c1a-Pelayo y Alonso.-Jer6nimo Arozamena. Sierra.-Angel 1&­
tOfT8 Segura.-Manuel Diez de Velasco VaHejo.-Francisco Ru·
bio Llorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis Diez Picazo_-~n~
cisco TomAs Val¡ente.-RafaeJ ·GÓmez·Ferrer Morant.-Antonio
Truyol Serra.-FnmC:sco Pera Verdaguer.-Firmados y rubri­
cados.

no Justificado & Quienes soportan 1& situ~ción de huel.2"a: Admi­
nistración y contribuyentes. Por 10 cual suplicaba· el deman.­
dante que declaremos la nulidad de la sentenc~ re<'urrida re­
conociendo que el contenido esencial del derecho da huelga
que eventualmente pueden ejercitar 108 funclonar''l' pübl1cos
supone una privación de· haberes. y restableciendo su derecho
a privar a lOS huelguistas de los mismos durante fll perlado de
cesaci6n ert la prestación de su actividad.

Tercero.-Por providencia de 30 de noviembre "p admitió a
trámite el recurso, recabándose los antecedentes que fueron re-.
mUidos previo emplazamiento de los recurrentes en VÍlI conten­
cioso·administratiVB. que no se personaron en la presente cons­
titucional; acordándose por providencia de 6 de junio pasado
dar vista de las referidas actuaciones a la parte demandante y
al Ministerio Fiscal otorgándose un plazo de veinte días, para
Que presentasen sus alegaciones escritas contorme' a articulo
52.1 de la ley Orgánica de este Tribunal, lo que fue efectIva·
mente Lumpumentado. .

la representación demandante ha alegado sU5~ancialmente
que en la doctrina que acoge la sentencia imT)l,v..",-i,-,· h··',,··.-f."! en
la del Tribunal Supremo de 1 de julio de 1982, existe una contra­
dicci6n al darse el reconocimiento del derecho de huelga pero
negando un efecto esencial al ejercicio de tal derel.no como es
el de la pérdida de haberes; atl.ade que el Ayuntamiento no ha
vulnerado el principio de legalidad pues el hecho de que no
exista norma reguladora de tal privación de haberes evidencia
un vacio normativo ma.s no un deber de abtener'ie de resol­
verlo por los m~nismos que el ordena~iento pos~e Concluye
ratifteando lo expuest.o en la demanda de amparo

El Ministerio Fiscal expone que lo que en realidad se invoca
es una consecuencia. de la huelga -la no percepción de ha­
beres- que en ningún caso puede tener dimensi6n constitu­
cional. la discriminación que la parte demanriante ar-unta para
ios funcionarios respecto de. los no funcionarios la está mani­
festando no desde el lado propio sino del de los trabajadores;
hay un diverso tratamiento -dice el Ministerio FJscal- que en
todo caso está justificado en el propio articuia 28 i' de la Cons·
titución, sin que, por otra parte. el hecho de que IEl relación
funcionarial genere distintas consecuencias que la IAhoral con·
tractual implique necesariamente que la huelga -1a funciona·
rios no puooa determinar la privación de haberes, que puede
hacerse mediante expediente sancionador.

Cuarto.-Por providencia de 11 de julio pasado se sefta16
para d'3libforact6n y votaci6n del recurso el 19 de septiembre
sigulente, quedando concluida el día 3 de octubre.•

Il. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-La petición de amparo que deduoe el Ayuntamien­
to de Lebrija oon 1& alegaci6n d. haberse vulnerado los ar­
tículos 28.2 y 14 de. la Constituci6n. el primero de Jos cuales
reconoce el derecho a la huelga de 10B trabajador'P.s para 1&
defensa de BUB interese9, y proclamador del derecho de los
espailoles a la igualdad ante 1& Ley el segundo, se exttende
a la solicitud de anulación de la aentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso Administrativo de 1& Audienc:ia Territorial,
resolucIón que aquel Ente local reputa causante de esas ¡viola­
ciones del texto constitucional al haber decretado la devoluci6n
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de las cantidades retenidas a varios funcionarios de dicho mu·
nicipio, equivalentes a .ua remuneraciones por el tIempo en
que permanecieron en bue1&'a por entender el recurrente en
amparo que durante la huelga el funcionario no tiene derecho
al percibo de su retribución y que, de no ser asi, !le conculcan
loa dos derechos fundamentales antes mendonados.

Segundo.-El primero de 108 derechos' que se estiman lnfr1n~
gldos. es decir, el derecho de huelga que' reconoce el articu­
lo 28.2 de la CE. es claro .que no S8 ve afectado por dicha
sentencia, pues no 8S aceptable la tesis -muntcipal, segim la
cual se de:=;na.tural1za tal derecho, desvirtuando su contenido
esencial, porque al privar a su ejercicio de su efecto natural
se convierte aquella figura juridica en un tipo diferente. Se
trata, empero, de la impOSibilidad de alegar la vulneración
del derecho desde otra óptica que la de la protección del ejer~
ciclo de tal derecho, y nunca desde el punto de vista del que
podemos denominar sujeto pasivo del mismo.

Aunque la huelga pueda conllevar de forma. natural la
pérdida de la retribución correspondiente al periodo de su du­
ración, elio no supone en manera alguna que exista un derecho
constitucio::lal del sujeto pasivo a deducir o impagd.r tal retri­
bución, haciendo descender a ese aspecto el precitado articulo
de 1& Constitución, ya que, en uno u otro caso -con deducción
o sin ella-, lo verdaderamente trascendente. es la garantia del
ejercicio del derecho, y éste queda siempre a~eguraclo.

Tercero.-Por lo que respecta a- la alegación de quebran~
tamiento del derecho de igualdad establecido en el articulo 14
de la CE, que se cifra en el tratamiento desigual dispensado
a los fundonarios de la Administración Local, en parangón
con el que para los trabajadores determina la normativa vi­
gente. en cuanto a ese mismo punto de la retención o no de
las retribuciones durante el período de huelga. es de .notar,
siguiendo una linea de pensamiento similar a 1& expuesta en
el fundamento que e.ntecede, que el Ente local es algo bien
distinto a aqueJlos otros elementos subjetivos que se ponen
en parangón para colegir que se ha dispensado un tratwníento
diverso a algo que ess1m1lar o equivalente, esto es. trabaja~

dores y funcionarios, de lo que se infiere que careca de la
necesaria titularidad permisiva de una eficaz invocar.lón del
pretendido quebranto del derecho- fundamental repetidamente
citado, de cuyo contenido. esencial no puede predicares -a lo
menos en el estado actual de toda la nórmativa rectora -de

24424 Pleno. Conflicto positivo eLe competencia núme­
ro 506/1983. -Sentencia número 91/1984, de 9 de oc­
tubre, :Y voto particular.

El Plenodal TribunaJ Constitucional, compuesto por don Je~
rónimo AroZElmena SlelT& Vicepresidente; don Angel tatorre
Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, don Francisco Ru~
bio Llorente, dofta Gloria Segué Cantón, don Francisco TomáS
y Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Antonio Tru­
yol Serra y don Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pro­
nunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En el conflicto positivo de competencia número 506/1983,
planteado por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata­
luña, representado por el Abogado don Ramón Castellar Mora­
les, .en relación con la Orden del Ministerio de Economía y Ha~
cienda, de 8 de marzo de 1983. sobre autorización a las Cajas
de Ahorro establecidas en las provincias de Barcelona. Gerona,
Tarragona, Lérida y Huesca, para conceder créditos especiales
a los damnific'aC:os por las inundaciones habidas en esas pro-­
vincias en 1982. Ha sido parte el Gobierno de la Nación, repre­
sentado por el Abogado del Estado, y Ponente, el Magistrado
don Francir.co Pera Verdarguer, quien expresa el parecer del
Tribunal .

1. ANTECEDENTES

Primero.-Mediante escrito presentado en este· Tribunal el
día 20 de julio de 1983 1& Generalidad de Cataluña planteó con­
.nicto positivo de competencia frente al Gobierno del Estado
por ~Umllr qUe la Orden del Minitserio de Economía_ y Ha·
cienda, de 8 de marzo del mismo afio, sobre autorización a las
Cajas d,,:: Ahorro establecidas en las provincias· de Barcelona,
Garan•.:., lerrag::ma, Lértda y Huesca para conceder créditos es~

peciales a los damnificados por las inundaciones habidas en
esas provincias en 1982, vulnera las competencias de la Gene­
ralidad, en méritos de 10 dispuesto en los artículos W.1.4 y 12.6
del Estat1lto de Autonomia y demás disposiciones que se in~
dicRn. ,

Se .alega en &q\Ht1 escrito que, como ...consecuencia de los
aguaC'én~,s, inundaciones y temporales que tuvieron lugar en dis·
tintes zonas de Cataluita, y fundá.ndose en el &Cuerdo del Con­
sejo Ejecutivo de· la Generalidad, de 2 de diciembre de 1982;
la Orden del Consejero de I:oonom1a y Finanzas, del dia 3 del
propio mes, dictada en uso de las facultades que le confiere el

la materia- que forme parte o esté integrado por la necesidad
imptlriosa de una total negativa de toda percepción económica
o, dicho de otro modo, sin que pueda oonatruirse un derecho
constitucional del Ayuntamiento a tratar a sus funcionarios
en fonna igual a oomo los empresarios tratan a sus trabaja­
dores, todo lo cual, aun con pOsibles concomitancias con. el
tema referente a la legitimación en el recurso oonstitucíonal
de amparo, es lo· cierto que conduce a 1& imposibi!idad de una
estimación del mismo, pues, en suma., en el supuesto concreto
contemplado en esta resolución, la sentencia de la Sala Terri­
torial de lo Contencioso, que SI! limita a seguir la doctrina
establecida en recursos extraordinarios de r&Vlsión por -el Tri~

bunal Supremo en una larga· serie de sentencias, de entre
!as que se cita particularmente la de·l de julio de 1982, repudia
-por las razons que allí se detallan- la aplicabiUd&9. a unos
funcionarios municipales del contenido del articulo 6-.2 del
Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, que dispone que durante
la huelga el trabajador no tendrá derecho al salario, doctrin&
en cuyo análisis. romo perteneciente a la aplicación e interpre­
tación de la legalidad ordinaria, este Trib\lnaJ Constitucional
no ha de entrar, salvada como queda expuestb, toda vulneración
de deTtlch03 fundamentales.

Cuarto.-Eh virtud de lo consignado, es procedente la dene­
ga,::ión del amparo, haciendo de tal modo aplicación de lo
dispuesto en el articulo 53, bl, de la LOTC,

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal CQDstitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE 'LA NACION ESPAAOLA.

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por el Ayuntamiento de Le­
brija,

Publíquese esta sentencia en -el .BoleUn Oficial del Estado•.

Madrid. 5 de octubre de 1984.~JerÓnimo Arozamena Sierra,­
Francisco Rubio Llorente.-Francisco Tomás y Val1ante.-=Anto­
Dio Truyol Serra.-Fnmcisco Pera Verdaguer.-Firmados y ru­
bricados

.apartado 2 dl del articulo 5.°, y la disposición final segunde.,
del Decreto 30311980, de 29 de diCIembre, declaró computables
en el coeficiente de in versión obligatoria de créditos de regu­
lación espechll de las Cajas de Ahorro con sede social en Cata­
luña, los créditos que se concedan a las empresas industriales
de las zonas afectadas por los recientes aguaceros, inundacio·
nes y temporales. La cuantía de Jos créditos no sería superior
a 50.000.000 .de pesetas para cade. empresa, y a la concesión
habré. de preceder el informe dei departamento de Industria. y
Energia sobre su condición de empresa damnificada.

Cuatro meses después se publicó en el ..Boletín Oficial del
Estado_ del día 28 de mar.lO de 1983 la Orden ·del Ministerio
de Economía y Hacienda, de 8 de marzo. a que se aludió al co~
mienzo, formulando la Generalidad, en 20 de mayo. el corres~

pendiente requerimiento de incompetencia solicitando la de­
rogación de le.. Orden. a excepción de lo relativo a la fijación
del tipo de interés de los préstamos que señala el articulo ter­
cero de la Orden; requerimenlo que el Gobierno, en su reunión
del día 15 de junio, acordó no atender por no estimarlo fun~

dado, todo lo cual se justifica con los documentos que. comO
anexos, se acompañan.

Como fundamentos de _-derec ha se consigne. en el escrito que
en méritos de lo dispuesto en los articulas ya citados del Es­
tatuto de Cataluña. el Gobierno de la Generalidad. dictó el De­
creto 303/1980. de 29 de diciembre, que permite que el Departa·
reento de Economía y Finanzas de la Generalide..d califique las
inversiones que las Cajas de Ahorro, con sede en Cataluña, han
de computar en el coeficient~ de préstamos de regulación es­
pecial que corresponda a recursos de tercero!: captados en Ca·
taluña, de acuerdo con el destino de los fondos y las condi­
ciones establecidas por el Decreto 71511964, de 26 de marzo, Y
disposiciones complementarias¡ Decreto que, en realidad, se
llmita a plasmar une.. solución negociada, consecuentemente a
conflicto ·de competencia promovido contra otro Decreto an­
terior.

La Orden de 8 de marzo de 1983 -prosigue el escrito- na
afecta a los aspectos básicos de la ordenación de· crédito, ni
puede subswnirse en otros ámbitos de competencia del Estado,
puesto que regula créditos que no se pueden considerar en los
objetivos globales de la política económica y financiera del Es­
tado, entre otros Dl0tivos pCiI·que no afecta a todo su ten"ií.Orio,
teniendo una dimensión ptlrsonal. coyuntural y local, '/ d.e nin­
gún modo, general o permanente4" sin que tampoco se pueden
invocar criterios de homogeneidad. e igua.ldad, desde el punto
en que estos prltlclpios no se pOleden entender como unarigu­
rosa y monolítica uniformidad del. ordenamiento de la que re·
sulta que, en igualdad de circunstancias, en cualquier par~e
del territorio nacional, se tienen los J:1lsmos derechos y obh­
gaciones.


